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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.

1.  Estado.

Novedades desde el 15 de diciembre de 2014.
— Resolución de 30 de diciembre de 2014, de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se publica el tipo legal de interés de demora aplicable a las operaciones comerciales durante el primer semestre natural del año 2015 (BOE 31 de diciembre de 2014). Será del 8,05 por 100.
2.  Comunidades Autónomas.

Novedades legislativas desde el 15 de diciembre de 2014.
— Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BOE 9 de enero de 2015). Regula en el Artículo 17. Información sobre contratos y convenios:
1. En relación con los contratos públicos, incluidos los contratos menores en lo que les resulte de aplicación, las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de este título harán públicos, la siguiente información:

a) Objeto y tipo de contrato.

b) Importe de licitación y de adjudicación.

c) Procedimiento utilizado para su celebración.

d) Instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado.

e) Número de licitadores participantes en el procedimiento.

f) Identidad del adjudicatario.

g) Fecha de formalización.

h) Fecha de inicio de la ejecución.

i) Duración.

j) Modificaciones y prórrogas.

k) Indicación de aquellos procedimientos que han quedado desiertos.

l) Supuestos de resolución o declaración de nulidad, así como de revisiones de precios y cesión de contratos.

m) Decisiones de desistimiento y renuncia.

n) Subcontrataciones que se realicen con mención de los subcontratistas.

o) Datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector público, así como del número de contratos adjudicados por cada uno de los procedimientos.

2. Específicamente, en relación con los proyectos y obras de infraestructura más importantes, las administraciones públicas de la Región de Murcia proporcionarán información acerca de los contratos formalizados, indicando el objeto de la obra, el contratista, el plazo de ejecución y las fechas de inicio y de finalización previstas. Asimismo, proporcionarán información sobre los trámites realizados y los pendientes en aquellos proyectos de obra que se encontrasen pendientes de ejecución.

3. Las entidades señaladas en el artículo 6 publicarán información sobre los contratos celebrados con las entidades e instituciones a las que se refiere el ámbito subjetivo de este título.

4. Las obligaciones de transparencia anteriores se entienden sin perjuicio de la publicidad que se derive de la normativa en materia de contratos del sector público.

5. En materia de convenios, las entidades e instituciones incluidas en el ámbito de aplicación previsto en este título publicarán la información relativa a los convenios suscritos, con indicación, al menos, de lo siguiente:

a) Las partes firmantes.

b) Su objeto y plazo de duración.

c) Las modificaciones y prórrogas realizadas.

d) Las prestaciones a que se obliguen las partes y, específicamente, las obligaciones económicas que, en su caso, se hubieran acordado.

6. Las personas y entidades previstas en este título publicarán íntegramente los documentos relativos a:

a) Los contratos-programa suscritos entre los entes y las consejerías a las que estén adscritos, así como los informes periódicos de evaluación de cumplimiento de objetivos.

b) Los contratos de gestión suscritos, dentro de un mismo Ente o con terceros, así como los informes periódicos de seguimiento y evaluación.

c) Las encomiendas por las que se encarguen a otros entes, la realización de determinados trabajos, obras o servicios, así como los informes periódicos de seguimiento y evaluación.

d) Cualquier otra forma de relación de los entes del sector público regional entre sí o con la Administración pública, por la que generen derechos y obligaciones mutuas y recíprocas.

7. En materia de concesión de servicios públicos, y con el fin de ayudar a garantizar una prestación de calidad, la Administración Pública recogerá en los pliegos de cláusulas administrativas las previsiones necesarias para garantizar, como mínimo, a las personas usuarias, los siguientes derechos:

a) A obtener información sobre las condiciones de prestación del servicio público.

b) A presentar quejas sobre el funcionamiento del servicio, que habrán de ser contestadas de forma motivada e individual.

c) A obtener copia sellada de todos los documentos que presenten en las oficinas de la concesionaria, en relación con la prestación del servicio.

d) A exigir de la Administración del ejercicio de sus facultades de inspección, control y en su caso, sanción, para subsanar las irregularidades en la prestación del servicio.

e) A ser tratadas con respeto al principio de igualdad en el uso del servicio sin que pueda existir discriminación, ni directa ni indirecta, por razones de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

— Ley 5/2014, de 23 de diciembre, por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2015. DA quinta: “1. A los efectos de lo dispuesto por la legislación de contratos del sector público, se considerará que se realiza por motivos de interés público cualquier modificación de contratos administrativos que se lleve a cabo durante el ejercicio presupuestario 2015 y que tenga como finalidad el logro del objetivo de estabilidad presupuestaria. 2. Los pliegos de cláusulas administrativas o el anuncio de licitación deberán incorporar las previsiones requeridas por la legislación de contratos del sector público respecto de la eventual modificación contractual con motivo de la aplicación de las medidas de estabilidad presupuestaria que correspondan.” 
— Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información pública de Canarias (Boletín Oficial de Canarias de 9 de enero de 2015). El Artículo 28 regula la información de los contratos:

1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, en cuanto a la actividad contractual de sus órganos de contratación y de los organismos y entidades vinculadas o dependientes, publicarán y actualizarán la información siguiente:

a) La información general de las entidades y órganos de contratación.

b) La información sobre los contratos programados, los contratos adjudicados, las licitaciones anuladas y cualquier otra que se considere necesaria o conveniente para la adecuada gestión de la contratación.

c) La información sobre las licitaciones en curso, con acceso a la totalidad de las condiciones de ejecución del contrato y, en su caso, la restante documentación complementaria.

d) La composición y convocatorias de las mesas de contratación.

e) La información sobre preguntas frecuentes y aclaraciones relativas al contenido de los contratos.

2. Asimismo, respecto de los contratos formalizados, y sin perjuicio de la información que deba hacerse pública en el perfil del contratante y de la que ha de inscribirse en el Registro de Contratos del Sector Público, deberá publicar y mantener actualizada la información siguiente:

a) Los contratos formalizados, con indicación del objeto, la duración, el importe de licitación y de adjudicación, el procedimiento utilizado, los instrumentos a través de los que en su caso se haya publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad de los adjudicatarios.

b) Los datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector público.

c) El número de contratos menores formalizados, trimestralmente, especificando el importe global de los mismos y el porcentaje que representan respecto de la totalidad de los contratos formalizados.

d) Las modificaciones de los contratos formalizados, así como las prórrogas y variaciones del plazo de duración o ejecución.

e) Las penalidades impuestas, en su caso, por incumplimiento de los contratistas.

f) La relación de contratos resueltos. Específicamente, se harán públicas las decisiones de desistimiento y renuncia de los contratos.

3. La publicación de la información a que se refiere el apartado anterior, previa justificación en el expediente, no se llevará a cabo respecto de los contratos declarados secretos o reservados cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente.

― Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno de Cataluña (DOGC 31 de diciembre de 2014).  El artículo 13, se dedica a la regulación de la  Transparencia en la contratación pública:
1. La transparencia en el ámbito de los contratos suscritos por los sujetos obligados es aplicable a todos los contratos, incluidos los patrimoniales y los menores. La información pública relativa a los contratos debe incluir:

a) La información sobre las entidades y los órganos de contratación, con la indicación de su denominación exacta, el teléfono y las direcciones postales y electrónicas.

b) La información sobre las licitaciones en trámite, que debe comprender como mínimo el tipo de contrato, su objeto, el contenido económico, los pliegos de cláusulas administrativas y las condiciones de ejecución.

c) La información sobre los contratos programados.

d) Los contratos suscritos, con la indicación de su objeto, el importe de la licitación y de adjudicación, el procedimiento utilizado para contratar y la identidad del adjudicatario, la duración, el número de licitadores, los criterios de adjudicación, el cuadro comparativo de ofertas y sus respectivas puntuaciones, así como los acuerdos e informes técnicos del proceso de contratación. Esta información debe estar actualizada y referirse, como mínimo, a los últimos cinco años.

e) Las modificaciones contractuales, las prórrogas de los contratos, las licitaciones anuladas y las resoluciones anticipadas.

f) Los datos del registro público de contratos y del registro oficial de licitadores y empresas clasificadas.

g) Los acuerdos y criterios interpretativos de los órganos consultivos de contratación.

h) Una relación anonimizada de las preguntas y respuestas más frecuentes en las consultas en materia de contratación.

i) Las resoluciones de los recursos especiales, de las cuestiones de nulidad y de las resoluciones judiciales definitivas en materia de contratación, así como los actos de desistimiento, renuncia y resolución de contratos.

2. La información en materia de contratación pública debe constar en un espacio diferenciado del Portal de la Transparencia, configurado como una plataforma electrónica de publicidad específica en este ámbito.

3. La Administración pública debe dar publicidad de forma constante y actualizada a los datos estadísticos sobre los porcentajes y el volumen presupuestario de los contratos adjudicados de acuerdo con cada uno de los procedimientos establecidos por la legislación de contratos del sector público. También debe dar publicidad al volumen presupuestario contratado por los distintos adjudicatarios en los últimos cinco años.

4. En los contratos de gestión de servicios públicos y de concesión de obras públicas, deben hacerse públicos los siguientes datos para facilitar su conocimiento a los usuarios:

a) Las condiciones y obligaciones asumidas por los gestores con relación a la calidad, el acceso al servicio y los requisitos de prestación del servicio.

b) Los derechos y deberes de los usuarios.

c) Las facultades de inspección, control y sanción que puede ejercer la Administración con relación a la prestación del servicio.

d) El procedimiento para formular quejas o reclamaciones.

— Ley Foral 1/2015, de 22 de enero, por la que se modifica la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos, para la introducción de cláusulas sociales en los pliegos de cláusulas administrativa: “Los PCA deberán incorporar las siguientes advertencias: (…) La de que la oferta económica deberá ser adecuada para que el adjudicatario haga frente al coste derivado de la aplicación del convenio sectorial que corresponda, sin que en ningún caso los precios/hora de los salarios contemplados puedan ser inferiores a los precios/hora del convenio más los costes de Seguridad Social.”
—  Decreto 3/2015, de 30 de enero, por el que se regula la facturación electrónica de los proveedores de bienes y servicios en el ámbito de sus relaciones con la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.
II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 
Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias, dictadas por el TS y el TSJ de Aragón, en el intervalo temporal de 1 de noviembre de 2014 (última fecha a la que hacía referencia el anterior informe) a 31 de enero de 2015, recogidas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI. 

Dado el elevado número de Sentencias dictadas por ambos órganos jurisdiccionales circunscribiremos nuestros comentarios exclusivamente a las dictadas por el TSJ de Aragón.

A) TRIBUNAL SUPREMO

— STS de 17 de noviembre de 2014 (RJ 2014/5716). Contrato de gestión de servicio publico. Reversión del servicio por cumplimiento del plazo.
— STS de 17 de noviembre de 2014 (RJ 2014/6186). Contrato de gestión de servicio publico: Adjudicación emisoras de radiodifusión sonora.

— STS de 25 de noviembre de 2014 (RJ 2014/6012). Adjudicación servicio de transporte sanitario terrestre mediante ambulancia de traslado y de transporte sanitario colectivo.
— STS de 3 de diciembre de 2014 (RJ 2014/6499). Concesión servicio regular permanente y de uso general de viajeros por carreteras. Convocatoria de licitación. Error administración al reconocer procedencia de recurso de alzada.

— STS. de 10 de diciembre de 2014 (RJ 2014/6372). Modificación de contratos de obras. Suspensión temporal y tramitación de proyecto modificado. Abono contratista daños y perjuicios.

— STS de 22 de enero de 2015 (RJ 2015/45931).

— STS de 22 de enero de 2015 (JUR 2015/57685). Recurso casación contra denegación suspensión eficacia de resolución dictada por el Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de Cataluña. Adjudicación contrato gestión del servicio de suministro de agua en alta Ter-LLobregat.

— STS de 28 de enero de 2015 (JUR 2015/4947). Penalidades por atrasos

— STS de 28 de enero de 2015 (JUR 2015/49048). Finalización expediente contrato de limpieza Marivent. Suspensión contrato. Liquidación.

B) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON

— St de 28 de noviembre de 2014 (JUR 2015/34389).

Dictada con motivo del recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo JUR  2 de Zaragoza por la que se estima en parte el recurso contencioso administrativo deducido frente a la desestimación presunta por el Ayuntamiento de La Muela de la solicitud de la actora de resolución del contrato de obras de rehabilitación de la antigua Casa Consistorial para su conversión en Centro de Salud, así como a ser indemnizada y a la devolución del aval constituido.

La Sentencia de instancia consideró que la recurrente tenia derecho a la resolución del contrato ya que en el acta de recepción formalizada tras la inspección de las instalaciones se acreditaba que las obras se encontraban en buen estado. Con dicho motivo se  recibieron las obras, se  inició el computo del plazo de un año de garantía, y se hizo constar únicamente la falta de dos luminarias, sin aclarar si estaban previstas y faltaban o simplemente se decidió ex novo colocarlas. El TSJ entiende que la alegación de la recurrente por la que la recepción se realizó de forma “meramente formal” no puede ser aceptada, dado que del acta de recepción se desprende que ésta se realizó tras la inspección de todo el edificio, por lo que a partir de la recepción comenzó el computo del plazo de garantía.

Ya que la resolución del contrato se suscita por incumplimiento del deber de pago, oponiéndose por el Ayuntamiento el incumplimiento de la obra por supuestas deficiencias técnicas, la Sentencia de instancia entiende que hay que examinar dos cuestiones: si ha habido un incumplimiento que permite la resolución y si ésta conlleva el derecho al cobro del total de la obra en metálico y en concepto de daños y perjuicios o, bien una vez realizada la prestación por la recurrente habría de asumir el pago pactado. El TSJ considera acertado que el Juzgado entendiera que con la recepción de las obras por el Ayuntamiento la recurrente cumplió con su parte y en relación con el plazo de garantía que la empresa tiene derecho a exigir el pago del precio, pero no al levantamiento de la garantía, habiéndose para ello de librarse informe del director facultativo de la obra, sin perjuicio de las obligaciones de subsanación de defectos que pudiera haber.

Con respecto a la oposición a la pretensión resolutoria por posible cumplimiento defectuoso por la empresa, se entiende probado que de los informes emitidos por los peritos se desprende que las deficiencias detectadas, no tienen el alcance que el ayuntamiento pretende, no pudiendo tener la consideración de incumplimiento susceptible de enervar la acción resolutoria ya que el valor de la reparación del sistema de climatización podía ascender a 12.000 euros y la garantía definitiva es del 4% del precio de adjudicación, es decir 66.874 euros, suficiente para cubrir los mismos. 

Por último, dado que es el incumplimiento de la obligación de pago el que da lugar a la resolución del contrato, aunque la recurrente aceptó la forma de pago consistente en parte mediante permuta y el resto en dinero, como quiera que el Ayuntamiento no intentó en ningún momento ni pagar en dinero ni formalizar la escritura de permuta, debe entenderse incumplida dicha obligación. En todo caso, los supuestos incumplimientos aducidos por el ayuntamiento no supondrían incumplimiento contractual sustancial por lo que al estar previsto el pago con una permuta en un tiempo determinado, al mes de acabar la obra, el tiempo de pago es esencial “pues lo que puede ser interesante en el momento en que deba hacerse, deja de serlo si transcurren mas de dos años”. Por ello al haberse incumplido y dado lugar a la resolución contractual no se puede obligar a aceptar el cobro en especie, al ser ya pago ordinario de su contrato, sino la indemnización de daños y perjuicios, a la que se ve abocada la recurrente por el incumplimiento municipal.

— St. de 23 diciembre de 2014 (JUR 2015/35821).

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo JUR  1 de Teruel estimatoria del recurso interpuesto contra la Resolución del Presidente de la Diputación Provincial de Teruel por la que se desestima el recurso de reposición planteado frente a la resolución por la que se adjudicaba el contrato de servicios postales sujeto a régimen liberalizado a Correos.

La DGA mediante procedimiento abierto sujeto a regulación armonizada había adjudicado previamente a Correos un Acuerdo Marco para la prestación de los mencionados servicios, en el PCAP se establecía la posibilidad de que durante su vigencia se adhirieran al mismo otros entes del sector publico autonómico o local aragonés. Con dicho motivo la DPT solicitó la adhesión al acuerdo marco, y para ello debió formalizar contrato con la empresa adjudicataria, previa tramitación del correspondiente expediente y publicación, en su caso, del acuerdo de adjudicación. Por ello adjudicó el contrato de prestación de servicios postales, objeto de la litis, a Correos.

La cuestión controvertida consiste en determinar si una Administración puede adhiriéndose al acuerdo marco, adjudicar de forma directa un contrato a la entidad con la que se firmó el acuerdo marco. El TSJ contesta a la cuestión negativamente, al considerar que de conformidad con el artículo 32 de la Directiva 2004/18/CE estos procedimientos solo serán aplicables entre poderes adjudicadores y operadores económicos que sean originariamente partes en el acuerdo marco. Y así se dispone en el artículo 38 de la Ley 30/2007.

La DPT no fue parte originaria en la preparación, adjudicación y formalización del acuerdo marco, y en consecuencia no puede formalizar un contrato de forma directa con la empresa firmante del acuerdo. En todo caso debiera haberse sometido la contratación a un procedimiento que respetarse los principios de publicidad y libre concurrencia.

Por último frente a la alegación planteada por la representación procesal de la DPT que justificaba la contratación directa en que nos encontramos ante una contratación centralizada, la Sala considera que no estamos ante dicho supuesto. El hecho de que el acuerdo marco se haya formalizado solo con un empresario, no significa que deje de tener dicha naturaleza y adquiera la de compra centralizada.

Por todo ello desestima el recurso y confirma la sentencia estimatoria de instancia.

— ST de 28 de noviembre de 2014 (JUR 2015/34873).

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado Contencioso Administrativo JUR  2 de Zaragoza desestimatoria del recurso interpuesto contra el Acuerdo del Pleno de la DPZ que desestimó el recurso de reposición interpuesto contra el Acuerdo de adjudicación provisional del contrato para la organización programación y gestión de los festejos taurinos del Coso de la Misericordia de Zaragoza durante las temporadas 2009, 2010 y 2011.

El PCAP al regular la solvencia técnica o profesional, tras establecer como criterio de admisión a la licitación a licitación “cinco años en la explotación de la plaza de toros de primera categoría durante los últimos quince años”, especificaba que cuando los licitadores fueran personas jurídicas de nueva o reciente creación este requisito lo debería reunir el socio mayoritario o el gerente o administrador de la sociedad, siempre que lo fuera el momento de presentación de las proposiciones. 

La primera cuestión planteada es el denominado concepto jurídico indeterminado “empresa de reciente o nueva creación”. La DPZ entendió por tal la que no estuviese constituida antes del inicio del plazo de quince años, y la Sentencia de instancia consideró razonable dicha interpretación al entenderla fundada en que “no ha tenido ocasión de aprovechar todo el plazo de quince años para obtener la mínima experiencia de cinco años exigida”. La Sala ratifica dicha interpretación y admitiendo que la dicción literal del precepto podría avalar otra interpretación considera que la llevada a cabo por la Administración no puede entenderse arbitraria, siendo razonable atendiendo al objeto de la contratación.

La segunda cuestión pivota sobre la validación de una experiencia asignada a uno de los gerentes de una de las mercantiles licitadoras, incursas en el concepto jurídico indeterminado analizado, con motivo de una adjudicación anulada por los tribunales, en concreto la adjudicación de la plaza de Toros de Valencia. La Sala confirma la validez de la actuación administrativa al considerar que “estamos ante un contrato en el que se quiere que la empresa adjudicataria, por medio de sus socios, administradores, o gerentes, acumule una experiencia que garantice un correcto desenvolvimiento del contrato y, si en este caso el gerente estuvo al frente de una plaza de 1ª categoría, tal experiencia no deja de existir por el hecho de que se anulase la adjudicación, además por una cuestión que no afectaba a la falta de capacidad o de cumplimiento de requisito objetivo alguno”.

— St de 23 de diciembre de 2014 (JUR 2015/34391).

Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto frente a la Orden del Consejero de Obras Publicas, Urbanismo y Vivienda que desestima el recurso de alzada deducido frente a la resolución del Director General de Carreteras en la que se requiere a la empresa adjudicataria del contrato de obras “Acondicionamiento carretera A-1210 de San Jorge a Sariñena, Tramo Grañén-Lalueza” a ingresar la cantidad de 98.320,25 euros saldo resultante de la revisión de precios a favor de la Administración.

Las obras se adjudicaron el 14 de noviembre de 2006, el contrato se firmó el 14 de diciembre de 2006, y tras el replanteo y una serie de vicisitudes se fijó el inicio de obras el 18 de diciembre de 2007, con un plazo de ejecución de 18 meses. Con posterioridad se prorroga el fin de las obras, y tras una modificación del proyecto se amplia e plazo de duración hasta el 28 de septiembre de 2009, si bien la administración admite que finalizaron en junio de 2009.

La mercantil recurrente sostiene que si se hubiera ejecutado en plazo la obra, ésta hubiera empezado el 18 de diciembre de 2006 y finalizado el 18 de agosto de 2008, por lo que la aplicación de los coeficientes de revisión vigentes en ese periodo hubiera dado un importe de revisión de precios de 230.718 euros favorables al actor.

El objeto del recurso se circunscribe a la liquidación definitiva y aplicación de la cláusula de revisión de precios a la ejecución del mismo, no afectando a la determinación de si existe motivo para que la Administración indemnice a la contratista por retraso en la puesta a disposición de la obra, pretensión que se enjuicia en otro procedimiento instado ante el TSJ de Aragón.

La Sala entiende que la revisión de precios y su liquidación no depende del comportamiento de la Administración durante la ejecución del contrato, se aplica en atención a lo dispuesto en el PCAP y normativa de desarrollo. La revisión resulta o no adecuada a derecho si se atiene a la normativa de aplicación, no cuestionándose por el actor la conformidad de la liquidación con lo dispuesto en la cláusula 2.4.5 del PCAP .

La demanda no cuestiona la aplicación de la mencionada formula y la hoja de liquidación, se limita a reseñar que la obra debiera haber terminado en agosto de 2008, pero dicha alegación no se corresponde con la realidad, ya que finalizó en junio de 2009, no pudiendo aplicarse la formula de revisión sobre fechas que la parte considera que debían las correctas, pero no se corresponden con la realidad. Todo ello sin perjuicio de la determinación o no de indemnización en el procedimiento correspondiente si se acreditan daños responsabilidad de la Administración.

— St. de 28 de enero de 2015 (JUR 2015/54387).

Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo JUR  1 de Teruel estimatoria en parte del recurso interpuesto frente a la desestimación presunta de la solicitud a la Comarca del Maestrazgo de abono de cantidad de 211.032 euros correspondientes a intereses de demora por el retraso de determinadas certificaciones, correspondientes a la ejecución del contrato de obra de construcción de la sede administrativa de la comarca, a la revisión de precios prevista en los pliegos y al interés legal del importe de revisión que debió pagarse.

La Sentencia de instancia estimó procedente la pretensión relativa a los intereses de demora por retraso en dos certificaciones, así como la pretensión relativa a la revisión de precios, si bien con exclusión del 20% de la obra.

En relación con los intereses de demora la Sala confirma la Sentencia de instancia al entender que expedidas las certificaciones de obra la Administración venia obligada a abonar su precio en los sesenta días siguientes en aplicación de lo dispuesto en el artículo 99.4 del RDL 2/2000.

Respecto de la revisión de precios pretendida, si bien confirma la previsión de la misma en el PCAP, dado que la petición de revisión se solicitó tras la liquidación del contrato, debe ser considerada extemporánea. Así recuerda que de conformidad con el artículo 108 del RDL 2/2000 el importe de las revisiones se hará efectivo mediante abono o descuento en las certificaciones o pagos parciales o excepcionalmente en la liquidación del contrato. En el supuesto enjuiciado no lo fue en ninguno de dichos momentos procedimentales, al realizarse tras la liquidación definitiva de la obra, momento en el que expira el derecho a la reclamación de aquella. Las obras concluyeron el 3 de abril de 2008, fecha del acta de recepción, emitiéndose la certificación JUR  10 por el importe que respetaba hasta el presupuesto final certificado, y transcurrido el plazo de garantía se realizó la certificación “no11- liquidación”. Al haberse solicitado la pretendida revisión meses con posterioridad a la liquidación resulta extemporánea y, en consecuencia, se estima en este motivo el recurso de apelación. 

III. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS DE ARAGÓN
Se procede a enumerar los acuerdos adoptados por el TACPA hasta el momento de la emisión del presente informe y en concreto al comentario del acuerdo 13/2015.
— Acuerdo 24/2015, de 16 de febrero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por incumplimiento de  prescripciones técnicas (medios personales y materiales no acordes con lo exigido en PPT). Desestimación.
— Acuerdo 23/2015, de 16 de febrero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por presentación extemporánea (presentación en el registro de otra Administración). Prevalece regulación específica y Pliegos frente a LRJPAC. Desestimación.

— Acuerdo 22/2015, de 9 de febrero.- Acto de trámite en el procedimiento de adjudicación. Exclusión de un adjudicatario por  estar incurso en prohibición de contratar (no acredita estar al corriente de las obligaciones con la Seguridad Social). La mera solicitud de aplazamiento de la deuda  no enerva la prohibición de contratar existente. Desestimación.

— Acuerdo 21/2015, de 9 de febrero.- Acto de trámite en el procedimiento de adjudicación. Exclusión de un adjudicatario por  estar incurso en prohibición de contratar (no acredita estar al corriente de las obligaciones tributarias con la AEAT). Desestimación.

— Acuerdo 20/2015, de 9 de febrero.- Adjudicación. Valoración de propuestas realizada con todas las garantías procedimentales y suficientemente motivada. La oferta económicamente más ventajosa es la que maximiza la satisfacción de los intereses públicos gestionados por el poder adjudicador contratante. Desestimación.

— Acuerdo 19/2015, de 2 de febrero.- Adjudicación. Valoración de propuestas realizada con todas las garantías procedimentales y suficientemente motivada. Desestimación.

— Acuerdo 18/2015, de 2 de febrero.- Recurso Extraordinario de Revisión contra Acuerdo TACPA. Improcedente. Contra las resoluciones del TACPA sólo cabe recurso contencioso administrativo. Inadmisión.

— Acuerdo 17/2015, de 2 de febrero.- Actuación Mesa de contratación. Falta de notificación de la exclusión subsanada por comunicación en sesión de la Mesa de contratación y conocimiento de la motivación. Exclusión de propuesta por no cumplimiento de requisitos del PPT. Práctica de prueba. Exclusión conforme a Derecho. Desestimación.

— Acuerdo 16/2015, de 28 de enero.- Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. Valor estimado del contrato inferior a 100.000 euros. Inadmisión.

— Acuerdo 15/2015, de 28 de enero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no cumplimiento de requisitos del PPT. Exclusión conforme a Derecho. Desestimación.

— Acuerdo 14/2015, de 28 de enero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no cumplimiento de requisitos del PPT. El órgano de contratación acepta las pretensiones de la recurrente. Estimación.

— Acuerdo 13/2015, de 27 de enero.- Dictado con motivo del recurso especial interpuesto frente a la adjudicación del contrato “Limpieza de las dependencias municipales de uso administrativo”, promovido por el Ayuntamiento de Zaragoza

Como petición principal se solicita la nulidad de pleno derecho de todos los criterios de valoración sometidos a un juicio de valor previstos en el PCAP. El artículo 13 del PCAP regula el contenido del sobre 3, propuesta sujeta a evaluación previa por criterios de valoración mediante juicio de valor, determinándose los criterios de valoración de las propuestas, asignando 30 puntos a los criterios dependientes de juicio de valor. El motivo del recurso se funda en la aplicación arbitraria por parte del informe técnico emitido por el Servicio de Conservación de Arquitectura de varios de los criterios de valoración.

Las alegaciones del recurrente aluden a que en el apartado Memoria General de Programación, el informe establece seis subcriterios de valoración  desconociéndose las puntuaciones que el técnico otorga a cada uno de ellos. El Tribunal rechaza el argumento afirmando que si bien el PCAP no define el desglose de la puntuación para cada uno de los subapartados, el informe es proporcionado y coherente para cada uno de ello, detallando la puntuación otorgada a cada una de las proposiciones.

En  distintos apartados del informe de valoración se introduce el subcriterio “otros conceptos”, entendiendo el recurrente que con ello se introducen parámetros de valoración no contenidos en el PCAP. Frente a ello el Tribunal, tras recordar que el término “otros” no solo tiene el significado de “distinto” sino también de “semejante”, considera que todos y cada uno de los subcriterios que el recurrente considera no incluidos en el PCAP pueden referirse y reconducirse como hace el informe técnico a los criterios del PCAP, ya son perfectamente aceptables aquellos subcriterios que se deben considerar subsumidos en el contenido del criterio general. Es radicalmente distinto crear nuevos criterios que justificar una decisión mediante la estricta aplicación del PCAP, como hace efectivamente el informe técnico cuestionado. 

En consecuencia desestima el motivo impugnatorio.

Se alega asimismo ausencia de motivación en la notificación de la adjudicación. El Tribunal admite que la notificación remitida a la recurrente carece de la información completa en los términos establecidos en el artículo 151.4 TRLCSP. No obstante el hecho de que la recurrente haya tenido acceso a todo el expediente de contratación, en el que se contiene un informe exhaustivo de todas las propuestas presentadas, y dado el carácter instrumental del contenido de la motivación, ha de entenderse subsanada la deficiencia en la notificación, al no tener ningún efecto invalidante y en consecuencia se rechaza el motivo del recurso.

El recurso se fundamenta igualmente en la supuesta incoherencia e incongruencia de los informes de valoración de las ofertas que sirven de base a la adjudicación del contrato. El Tribunal, tras recordar que la finalidad exclusiva del recurso especial es de control del cumplimiento y de los trámites legales, considera que los informes describen de forma fundada y de acuerdo con el PCAP los motivos que llevan a otorgar cada una de las puntuaciones. A su juicio el recurrente se limita a sustituir el juicio técnico objetivo plasmado en los informes técnicos por su subjetiva valoración, obviando la presunción iuris tantum de aquéllos, que solo puede ser desvirtuada por desviación de poder, arbitrariedad o ausencia de justificación. Ninguna de esas circunstancias concurren en el supuesto enjuiciado, y en consecuencia desestima el motivo de recurso, afirmando asimismo que no exige obligación alguna de asignar, en su totalidad, la puntuación que se atribuye a un criterio.

Finalmente se alega como motivo de impugnación, con carácter subsidiario, la anulabilidad de la proposición económica de varios licitadores que debieron ser excluidos o valorados con 0 en el apartado relativo a precio/hora limpieza a requerimiento. El Tribunal confirma la validez de la formula de valoración de las ofertas económicas en relación con este tipo de trabajos, coincidente con el utilizado en el supuesto de la Casa de Amparo de Zaragoza sobre el que se pronunció positivamente el Tribunal en su momento. Frente a las pretensiones del recurrente considera que la valoración debe realizarse conforme a la formula establecida en el PCAP, como ha hecho la mesa de contratación, no pudiendo admitirse variaciones interpretativas que la desvirtuén, como hace aquél. En consecuencia rechaza el motivo de impugnación.

— Acuerdo 12/2015, de 20 de enero.- Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y Pliego de Prescripciones Técnicas. Mejora no vinculada al objeto del contrato. Características limitativas de la concurrencia. Estimación.

— Acuerdo 11/2015, de 20 de enero .- Adjudicación. Solvencia técnica y compromiso de adscripción de medios personales correctamente acreditada por el propuesto como adjudicatario. Valoración de propuestas. Alcance de la competencia del Tribunal. Valoración de propuestas realizada con todas las garantías procedimentales y suficientemente motivada. Desestimación.

— Acuerdo 10/2015, de 20 de enero.- Adjudicación. La apertura y valoración de las ofertas se han realizado con todas las garantías procedimentales. La confidencialidad deriva del hecho de que la información afecte, en particular, a los secretos técnicos o comerciales y/o a los aspectos que el órgano de contratación considere confidenciales, por la posibilidad de que se perjudiquen intereses legítimos o a la competencia leal entre empresas. Trámite de vista del expediente adecuado. Desestimación.

— Acuerdo 9/2015, de 16 de enero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no considerar acreditada oferta anormalmente baja. El conjunto de la oferta desproporcionada no queda en modo alguno justificado. Desestimación.

— Acuerdo 8/2015, de 16 de enero.- Adjudicación. El valor estimado de la licitación no permitía acudir al procedimiento negociado sin publicidad, ni al procedimiento negociado con publicidad. Quiebra del principio de transparencia por indebida utilización del procedimiento. Nulidad del procedimiento. Estimación.

— Acuerdo 7/2015, de 13 de enero.- Anuncio de licitación. Pliego. Concesión demanial. Negocio de carácter patrimonial no susceptible de recurso especial. Imposición de multa. Inadmisión.

— Acuerdo 6/2015, de 13 de enero.- Licitación. Contrato de obras con valor estimado inferior a 1.000.000 euros. El valor estimado se ha calculado correctamente y con adecuación al precio general del mercado. Inadmisión.

— Acuerdo 5/2015, de 9 de enero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por no alcanzar umbral técnico exigido. Impugnación simultanea de adjudicación. Las posibilidades de recurso no son acumulativas, sino de carácter subsidiario. Exclusión de todas las licitadoras, menos una, por no superar umbral mínimo de puntuación. El método de valoración recurrido no ha cumplido con las exigencias de transparencia. Estimación.

— Acuerdo 4/2015, de 9 de enero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de licitador por incorrecta presentación de documentación en los sobres. Error material en la notificación de exclusión subsanado por conocimiento de la motivación. No se ha producido indefensión. Desestimación.

— Acuerdo 3/2015, de 9 de enero.- Actuación Mesa de contratación. Impugnación frente a exclusión y, subsidiariamente frente a adjudicación. Las posibilidades no son acumulativas, sino de carácter subsidiario. Inadmisión recurso frente a exclusión.  No cabe acumulación. Notificación de la exclusión. Valoración de propuestas realizada con todas las garantías procedimentales y suficientemente motivada. Desestimación.

— Acuerdo 2/2015, de 8 de enero.- Adjudicación. No se acredita el incumplimiento de las condiciones de subrogación del personal. Contrato formalizado sin esperar el plazo de suspensión. Al no existir infracción procedimental, no procede declarar la existencia de nulidad por indebida formalización sin respeto del plazo de suspensión. Desestimación.

— Acuerdo 1/2015, de 8 de enero.- Cuestión de nulidad. La reclamación se tramita como recurso especial pues su objeto (posible modificación ilegal de un contrato) es propio, en su caso, de esta figura. No existe novación subjetiva, ni alteración de las reglas de subcontratación, ni puede considerarse una modificación sustancial de la licitación, ni un fraude a los principios de la contratación pública, la organización personal y material con la que se está prestando el servicio. Desestimación.

— Acuerdo 81/2014, de 22 de diciembre.- Incidente de nulidad frente a Acuerdo 77/2014. La resolución de un recurso especial es un acto definitivo en vía administrativa, contra el que no cabe ningún tipo de reclamación administrativa, y es únicamente posible recurrir ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa. En todo caso no concurren los presupuestos para considerar que se ha prescindido total y absolutamente del procedimiento establecido. La omisión del trámite de audiencia, si no se acredita el perjuicio o «pérdida de oportunidad» derivada de tal infracción, no comporta la invalidez de la decisión final. El contenido de las alegaciones presentadas no difiere ni aporta motivos distintos de los expuestos en el informe de la Universidad de Zaragoza al recurso, que han sido resueltos de forma motivada en su totalidad en los fundamentos del Acuerdo 77/2014, de 15 de diciembre.

— Acuerdo 80/2014, de 22 de diciembre.- Adjudicación. Oferta de la adjudicataria cumple con las prescripciones técnicas exigidas. Desestimación.

— Acuerdo 79/2014, de 22 de diciembre.- Licitación. Valor estimado del contrato inferior a 100.000 euros. Este valor estimado se ha calculado correctamente y con adecuación al precio general del mercado. Inadmisión.  

— Acuerdo 78/2014, de 15 de diciembre.- Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. Compromiso de adscripción de medios desproporcionado y contrario a la competencia. Desistimiento de la recurrente por corrección del Ayuntamiento. La rectificación de la solvencia exigida debe adoptarse por el órgano de contratación, publicarse en los mismos medios que la licitación y con ampliación de plazo de presentación de propuestas en los términos del TRLCSP.  

— Acuerdo 77/2014, de 15 de diciembre.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por omisión de la presentación de oferta económica en formato electrónico. La causa de exclusión prevista en el Pliego es contradictoria, desproporcionada y se sitúa en lugar sistemáticamente inadecuado. No existe error o defecto subsanable, al no ser el formato elemento esencial de la proposición. Pudo requerirse su aportación. Estimación.

— Acuerdo 76/2014, de 4 de diciembre.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por incumplimiento de condiciones exigidas. No existe confusión ni falta de concreción en los Pliegos. Compromiso de adscripción de medios incumplido. Prescripción técnica incumplida. Desestimación.

— Acuerdo 75/2014, de 2 de diciembre.- Licitación. No existe limitación de la concurrencia derivada de las prescripciones técnicas contenidas en el Pliego. Desestimación.

— Acuerdo 74/2014, de 2 de diciembre.- Adjudicación. Diferencia de puntuación obtenida entre dos licitadores. Los actos de la Administración no pueden cuestionarse en base a meras conjeturas. No arbitrariedad en la valoración otorgada a los criterios sujetos a juicio de valor. Desestimación.

— Acuerdo 73/2014, de 21 noviembre.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por omisión de la presentación de especificaciones técnicas en formato electrónico. No existe error o defecto subsanable, al no ser el formato elemento esencial de la proposición. Pudo requerirse su aportación. Estimación

— Acuerdo 72/2014, de 21 de noviembre.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta por omisión de la presentación de especificaciones técnicas en formato electrónico. No existe error o defecto subsanable, al no ser el formato elemento esencial de la proposición. Pudo requerirse su aportación. Estimación

— Acuerdo 71/2014,de 20 de noviembre.- Adjudicación. Cumplimiento de prescripciones técnicas. Algunos de los materiales afectados por el recurso no cumplen especificaciones requeridas. Anulación de la adjudicación de dos materiales. Estimación parcial.

IV.  INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.

A) Estado

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 44/14 sobre el Proyecto de Real Decreto por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos especiales de revisión de decisiones en materia contractual y de organización del tribunal Administrativo Central de Recursos.
B) Cataluña

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 15/2014, de  17 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya, sobre determinación de la asunción del riesgo de explotación por parte de la empresa contratista, con motivo de la calificación de un contrato de recogida de basura, y duración máxima de los contratos de servicio:
1. La calificación jurídica de un contrato que tenga por objeto la prestación del servicio de recogida de residuos, como un contrato de gestión de servicios públicos en la modalidad de concesión requiere diseñarlo -eventualmente con un objeto más complejo que no incluya sólo dicha recogida- de manera que se traslade a la empresa contratista el riesgo de la explotación del servicio mediante, por ejemplo, la vinculación de su retribución a aquella explotación, a fin de que sea efectiva la posibilidad que experimente una disminución significativa si se materializa el riesgo al que se expone, el cual debe estar sometido a las contingencias del mercado, en los términos expuestos en las consideraciones jurídicas II y III de este Informe.

2. Únicamente es admisible el establecimiento de una duración de un contrato de servicios superior a la máxima prevista legalmente si concurre la autorización excepcional del Consejo de Ministros o del órgano autonómico competente, de forma singular, para contratos determinados, o de forma genérica, para determinadas categorías.

— Informe 16/2014, de  17 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya, sobre alcance de la prohibición de contratar del artículo 60.1.f del Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, con respecto al personal al servicio de las entidades locales. La persona jurídica en la cual el cónyuge de un trabajador de una entidad local tiene una participación superior al diez por ciento del capital no puede contratar con el departamento donde presta sus servicios el trabajador, si bien esta prohibición de contratar se puede extender a otras situaciones en los casos analizados en la consideración jurídica II de este Informe.
— Informe 17/2014, de  17 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya, sobre posibilidades de actuación en el supuesto de inclusión de dos ofertas económicas en el sobre correspondiente, por parte de una empresa licitador. La inclusión de dos ofertas económicas en el sobre correspondiente comporta la imposibilidad del órgano que debe efectuar la valoración de determinar con carácter cierto cuál es el precio realmente ofrecido, así como la vulneración del principio de proposición única y, por lo tanto, la necesidad de excluir a la empresa licitadora del procedimiento de contratación pública.

— Informe 18/2014, de  17 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya, sobre posibilidad de incluir medidas de promoción de la salud en los contratos del sector público:
1. De acuerdo con el régimen jurídico vigente, es posible incluir cláusulas contractuales de carácter social en la contratación pública, según lo que se ha indicado en las consideraciones jurídicas I y II de este Informe.

2. Son posibles previsiones para incluir en las diferentes fases de los procedimientos de contratación pública, para la promoción de la salud mediante aspectos como "la prevención de riesgos laborales, el fomento de hábitos saludables o la promoción del desarrollo personal y organizacional" por parte de las empresas licitadoras, por ejemplo y entre otros, las mencionadas en la consideración jurídica III de este Informe, con las condiciones y en los términos que se indican.
— Informe 19/2014, de  17 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya, sobre previsiones con incidencia en materia de PYMES de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la cual se deroga la Directiva 2004/18/CE. Análisis de su aplicabilidad:
1. Las posibilidades que recoge la Directiva 2014/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la cual se deroga la Directiva 2004/18/CE, relativas a la división en lotes del objeto de los contratos, así como a la opción de limitar el número de lotes a los cuales las empresas pueden presentar ofertas y el número de lotes de los que pueden resultar adjudicatarias, son plenamente aplicables en la actualidad, en los términos indicados en el apartado A de la consideración jurídica I, en la medida que no contravienen el régimen jurídico vigente en materia de contratación pública, tanto comunitario como interno.

2. Las contrataciones conjuntas, ahora expresamente previstas en la Directiva 2014/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la cual se deroga la Directiva 2004/18/CE, constituyen un mecanismo o sistema de organización de las contrataciones públicas plenamente aplicables en la actualidad, en la medida que no contravienen el régimen jurídico vigente en materia de contratación pública, tanto comunitario como interno.

3. Se consideran como buenas prácticas ya aplicables actualmente, en los términos expuestos en el apartado C de la consideración jurídica II de este Informe, las previsiones de la Directiva 2014/24/CE relativas a la reducción de cargas administrativas de los operadoras económicos mediante, tanto los certificados de inscripción en el registro de empresas licitadoras, como la admisión de declaraciones responsables para participar en los procedimientos de contratación pública; la no exigencia de un volumen de negocios mínimo anual superior al doble del valor estimado del contrato, excepto en casos debidamente justificados; y efectuar consultas del mercado con vistas a preparar la contratación e informar a los operadores económicos sobre sus planes y sus requisitos de contratación.

C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
— Informe 5/2014, de 24 de noviembre, sobre diversas cuestiones surgidas en torno a la figura de la subrogación de personal en materia de contratación pública:

1. La obligación de subrogación de los trabajadores no deriva de lo dispuesto en el artículo 44 del ET, pues este artículo no resulta aplicable a los contratos de servicios celebrados por las Administraciones Públicas, ante la falta de identidad del concepto “unidad productiva”, sino de las normas laborales y en el supuesto que nos ocupa procede por estar previsto de forma expresa en el convenio colectivo que le es de aplicación y en las condiciones en el mismo recogidas. Por tanto, la no subrogación podría suponer un incumplimiento de las normas laborales y, en particular, del Convenio Colectivo aplicable.

2. El incumplimiento de la subrogación de los trabajadores en los mismos derechos y obligaciones que disfrutaban con la anterior empresa contratista no es causa de resolución del contrato porque no está establecida como tal ni en el TRLCSP ni en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares.

3. La obligación de subrogación de los trabajadores incluida en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares deriva del Convenio Colectivo y no de la propia ejecución del contrato, puesto que, como ya se ha indicado, los contratos administrativos regulan las relaciones entre la Administración y el Contratista, por lo que, en este caso, corresponderá a los órganos de la jurisdicción laboral la competencia sobre la no subrogación material. Asimismo, corresponde a la jurisdicción laboral conocer el recurso sobre el despido de los trabajadores.

— Informe 8/2014, de 24 de noviembre, sobre si es ajustado a derecho excluir del procedimiento de adjudicación de un contrato de mediación de seguros a una oferta con valor cero. En los contratos de mediación de seguros, al ser de carácter retribuido, la Mesa de Contratación debe excluir del procedimiento de Adjudicación a aquellos licitadores que no incluyan en su oferta el porcentaje de las comisiones a retribuir.
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

—  Informe 8/2013, de 28 de febrero de 2014. El contrato de gestión de servicios públicos. La concesión demanial. Los convenios de colaboración. La novación subjetiva.
 — Informe 1/2014, de 28 de febrero. Inclusión de documentación relativa a los criterios evaluables mediante la aplicación de fórmulas en el sobre correspondiente a los criterios evaluables mediante un juicio de valor. Existencia de cláusulas ambiguas, obscuras o contradictorias en el pliego de cláusulas administrativas particulares.
— Informe 2/2014, de 29 de mayo. Criterios de adjudicación de los contratos. Ofertes con valores anormales o desproporcionados cuando el único criterio de adjudicación es el precio. 
 Informe 9/2013, 19 de junio de 2014. Sistemas de racionalización técnica: centrales de contratación i acuerdos marco. Valor máximo estimado de los acuerdos marco y presupuesto de los contratos que se deriven.
I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

V. INFORMES COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y DE LA COMPETENCIA (CNMC).
La CNMC es el organismo independiente regulador de los mercados que garantiza y promueve una competencia efectiva. Entre sus funciones se encuentra la de informar en aplicación del artículo 5.2 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en determinadas materias que afectan a la contratación pública. Su página Web es;
http://www.cnmc.es/
— Resolución de la Sala de la Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia, de 8 de enero de 2015, por la que se impone a una serie de empresas (hasta 39) y a algunas asociaciones empresariales multas por un total de más de noventa millones de euros por la comisión de prácticas restrictivas de la competencia en el sector de la gestión de residuos y otras actividades de saneamiento urbano. Expediente S/0429/12 (Residuos). Entre las sancionadas, se encuentran varias grandes empresas (FCC, Cespa, Ferrovial, Urbaser, ACS, Valoriza y Saica), por repartirse los clientes y las licitaciones públicas, con multas conjuntas que superan los 72 millones de euros, cerca del 75% de los 98 millones impuestos a un total de 39 empresas.

—  Acuerdo de 2 de diciembre de 2014, por el que se da respuesta a una consulta planteada por el Ministerio del Interior en relación con el procedimiento habitual empleado para fijar las Obligaciones de Servicio Público (OSP) derivadas de la celebración de un proceso electoral. En este informe de la CNMC se plantea, por parte del Ministerio del Interior y en relación a la celebración de procesos electorales (envío de propaganda, de impresos, voto por correo, etc.), si todas o alguna de estas prestaciones impuestas a Correos en su calidad de prestador del SPU, pueden no ser consideradas como Obligaciones de Servicio Público (OSP) y, en consecuencia, abrirse a la libre concurrencia a través de procedimientos de contratación. En su informe, la CNMC, afirma que de la consideración de una prestación como OSP, no se deriva necesariamente que la misma no pueda ser objeto de licitación y, desde ese punto de vista, todas las funciones que desarrolla Correos en relación a los procesos electorales podrían ser públicamente licitadas y, sólo en el caso de que de tales procedimientos de contratación no resultase la adjudicación a un operador, podría la Administración imponer la realización del servicio al prestador del SPU. 
— INF/DP/0019/14 Informe sobre los pliegos del contrato de agencias de viajes para la Administración General del Estado, de 25 de septiembre de 2014.
— Plan de Actuación de 2015 de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. Enero 2015.

— PRO/CNMC/001/15 Análisis de la Contratación Pública en España: Oportunidades de mejora desde el punto de vista de la competencia. Se trata de un documento, de la CNMC, de análisis de la contratación pública en España. En él reconoce una serie de fortalezas así como de oportunidades de actuación orientadas a la consecución de mayores niveles de transparencia y competencia.
VI. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON.

A) Consejo de Estado.

B) Consejo Consultivo de Aragón 

— El Dictamen 193/2014, de 22 de diciembre, aborda la resolución de contrato administrativo especial de aprovechamiento cinegético de los montes municipales de utilidad pública y patrimoniales, del ayuntamiento de Zuera, informando desfavorablemente dicha resolución, en cuanto a la causa del incumplimiento del plazo de pago, y sugiriendo que se tramite la misma por la situación de concurso, en que se encuentra la adjudicataria, al ser la primera causa en el tiempo. La Sociedad de Cazadores de Zuera, en situación de concurso voluntario, debía abonar al Ayuntamiento de Zuera, en el año 2014,   en concepto de tercera anualidad del contrato, un importe de 32.498,54 euros. En fechas 5 y 14 de marzo de 2014, la contratista efectuó entregas a cuenta por un importe de 16.334,61, esto es, de más de la mitad de la renta anual total. El pago de la cantidad restante de la renta anual se ordenó por el administrador concursal el día 31 de julio de 2014, si bien es cierto que el ingreso del importe en la cuenta municipal no se hizo efectivo hasta el día 1 de agosto de 2014. El ayuntamiento insta la resolución, por pago extemporáneo. Sin embargo, a juicio del Consejo, ello no quiere decir que automáticamente deba producirse la resolución del contrato en cuestión, puesto que, como reiteradamente se señala en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, debe atenderse a las circunstancias concurrentes en cada caso, para discernir si estamos ante un incumplimiento contractual, que revela una voluntad clara de no atender dolosa o culposamente las obligaciones contraídas por el contrato, o más bien estamos ante un mero retraso o desajuste que en modo alguno manifiesta aquella voluntad. Aplicando esta doctrina al caso que nos ocupa, podemos concluir que, aunque está claro que el pago de parte de la renta se produjo con un día de retraso, ello no quiere decir que en la Sociedad de Cazadores de Zuera existiese una voluntad contraria al cumplimiento de su obligación de pago, con inobservancia total de dicha prestación; al contrario, sus actos han demostrado que su intención era la de cumplir con la prestación, fundamentalmente teniendo en cuenta el pago anticipado de más de la mitad de la renta anual (efectuado en marzo) y que la orden de pago de la cantidad restante se hizo dentro de plazo, siendo así que el pago efectivo únicamente tuvo un retraso de un día.
— Dictamen 197/2014, de 22 de diciembre, Expediente 191/2014. Sobre Interpretación sobre la revisión de precios a los lotes 1 a 4 del Acuerdo Marco para la contratación centralizada de los servicios de telecomunicaciones con destino a los Departamentos y Organismos Públicos, Sociedades Mercantiles Autonómicas, Fundaciones Públicas y Consorcios de la Comunidad Autónoma de Aragón. En el supuesto objeto de dictamen,  el Índice de precios del Sector Servicios de telecomunicaciones, previsto en el contrato, con el cambio de base 2009 a 2010 aplicable al contrato, se pasó de un índice de precios Laspeyres encadenado en el que las ponderaciones se actualizaban cada dos años, a un Laspeyres con actualización anual de ponderaciones, siendo el IPS que está en vigor el índice de precios de base 2010, y los datos se hacen definitivos un año después de su publicación, por lo que el dato de la tasa anual del tercer trimestre de 2012 sería ya definitivo. Y las alegaciones del contratista, consisten en indicar que el índice de precios del sector servicios Base 2006 ya no actualiza los datos al haber sido sustituido por otro índice, sin que en el pliego se contemplara que el índice al que se referenciaba la revisión pudiera ser sustituido por otro y, en consecuencia: “Esa falta de remisión a otro Índice que sustituyera al que estaba previsto hace imposible aplicación la revisión de precios solicitada por cuanto en el pliego debe constar expresamente la referencia así como la posibilidad de sustitución o actualización por otro índice, más allá de la intención del órgano de contratación”. Igualmente se cita la disposición adicional octogésima de la Ley 22/2013, de 23 de septiembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2014 que, en la interpretación de la UTE, determinaría que no se pudiera referenciar la revisión o actualización de precios a índices generales que se vieran afectados por otros factores o elementos que no son objeto del contrato. Disposición, que no resultaba de aplicación al contrato. El Consejo entiende que admitir  la interpretación del contratista de la Administración, en relación con la cláusula de la revisión de precios, equivaldría a decir que no habría en este contrato revisión alguna de precios a partir de la desaparición del referenciado expresamente, lo que equivale a interpretar el contrato contra la voluntad de las partes que expresamente pactaron una fórmula de revisión, siendo una de las notas básicas de la doctrina sobre la interpretación de los contratos la del respeto, sobre todo, a la voluntad de las partes. La ausencia formal en los Pliegos a una previsión de sustitución de un índice por otro, no es otra cosa que poner la gramática o la semántica en el lugar del Derecho –la gramática y la semántica formalista- y no tiene, además, ninguna fuerza jurídica pues perfectamente puede ser integrado en ese lugar el Índice que por la voluntad administrativa ha venido a sustituir, a partir de un determinado momento, al hasta ese momento aplicable.

VI. ABOGACIA GENERAL DEL ESTADO.

— Dictamen AG 3/2015, Entes públicos, sobre posibilidad de que la empresa nacional de residuos radioactivos (ENRESA) utilice a la empresa para la gestión de residuos industriales (ENGRISA), como medio propio y servicio técnico. Este informe menciona los requisitos para que un determinado ente del sector público pueda ser considerado como medio propio y servicio técnico de un poder adjudicador, analizando cual debe ser el control que la entidad que encomienda ha de ejercer sobre la entidad que recibe la encomienda. La cuestión fundamental que se aborda, es si debe tratarse de un control directo, del encomendante sobre quién recibe la encomienda, o si cabe que la encomienda sea realizada por otro entidad que no controla a la entidad que recibe la encomienda, pero concurriendo la circunstancia de que ambas sí son controladas por otro poder adjudicador (encomiendas de gestión horizontal). Se sostiene en el informe que la normativa española ha seguido este segundo criterio más amplio, y amparando en último término la legitimidad de estas encomiendas de gestión horizontal en la nueva Directiva de contratación 2014/24/UE (Art. 12). El dictamen de la Abogacía se plantea también hasta qué punto, y bajo qué condiciones, es aplicable el régimen dispuesto en una Directiva comunitaria, aun no transpuesta al ordenamiento nacional.
VII. OTROS DOCUMENTOS.

— Memoria del Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid. Año 2014. Tras casi cuatro años de funcionamiento, la Memoria de actividades del Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, tiene por objeto dar cuenta de su actividad durante el año 2014, y del cumplimiento de los objetivos que legalmente le corresponden, así como de las propuestas de actuación para el futuro.  En la Memoria del año 2014 además de los anteriores objetivos, se quiere poner de relieve muy especialmente el papel que el Tribunal desempeña de fomento de la transparencia y buenas prácticas de gobierno en el ámbito de la contratación pública. Así mismo, ante la transposición de las nuevas Directivas en materia de contratación pública, se ofrecen en forma de Anexo, una serie de propuestas como mejora de la normativa que afecta a la actividad del Tribunal.

— Memoria del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón.  Zaragoza. Año 2014.
— Circular 1/2015, de 19 de enero, de la Intervención General de la Administración del Estado, sobre obligatoriedad de la factura electrónica a partir del 15 de enero de 2015. 
— INFORME CORA AÑO 2014. El Consejo de Ministros ha recibido el Informe CORA 2014, De acuerdo con los datos de este Informe, de las 222 medidas propuestas ya están totalmente implementadas 129 (58 por 100) y se encuentran en una fase avanzada de implementación otras 60 (27 por 100). 

En lo que a contratación pública se refiere, destaca el informe la puesta en marcha iniciativas que favorecen el acceso de las PYMES a la contratación pública, como son: La Plataforma de Contratación del Sector Público; La Adhesión de las CC.AA. al Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales; y las medidas adoptadas por la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación (DGRCC) en la licitación de acuerdos marco en favor de las PYMES, como son: la limitación del ámbito geográfico de las contrataciones, una implantación paulatina de la centralización, la fijación de lotes en aquellos casos en los que el objeto del contrato permite su segregación (o cuando el importe de un contrato centralizado resulte muy elevado), y mantener una parte del mercado al margen de la obligación de su centralización, mediante la excepción de dicha centralización de los acuerdos marco. 

 — Dictamen nº 1/2015 del Tribunal de Cuentas Europeo (presentado con arreglo a los artículos 322 y 325 TFUE), sobre una propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifica el Reglamento (UE, Euratom) nº 966/2012 sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión. La propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifica el Reglamento (UE, Euratom) nº 966/2012 sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión ha sido redactada para adaptar estas normas a las referentes a la contratación pública que se recogen en la Directiva 2014/24/UE y en la Directiva 2014/23/UE relativa a la adjudicación de contratos de concesión. 
VIII. BIBLIOGRAFIA.
[image: image1][image: image2][image: image3]
PAGE  
- 22 -

